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Se ha recibido en este Servicio de Secretariado del Gobierno, Relaciones Institucionales y Acción 

Normativa un ANTEPROYECTO DE LEY FORAL POR EL QUE SE MODIFICA LA LEY FORAL 

5/2018, DE 17 DE MAYO, DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y BUEN 

GOBIERNO. 

Examinado el mismo, se emite el siguiente y único 

INFORME 

I. ANTECEDENTES DE HECHO. 

Se ha remitido a este Servicio el citado anteproyecto de Ley Foral acompañado de su 

correspondiente expediente en el que, esencialmente, se incluye acreditación de los resultados 

de los trámites de consulta previa y participación pública, memorias justificativa, normativa, 

organizativa y económica, esta última contando con conformidad de la Intervención, estudio de 

cargas administrativas, informes de impacto de género y sobre impacto por razón de orientación 

sexual, expresión de género e identidad sexual o de género, ambos con sus respectivos informes 

de observaciones realizados por el Instituto Navarro para la Igualdad, informe de evaluación de 

impacto climático junto con su informe de observaciones realizado por la Oficina de Cambio 

Climático de Navarra, además de sendos informes de impacto sobre discapacidad-accesibilidad 

y niños-niñas-adolescentes, así como el informe preceptivo emitido al respecto por el Consejo 

Navarro de Transparencia de Navarra, finalizando con el informe favorable de la Comisión Foral 

de Régimen Local y la incorporación de resultados del traslado a todos los Departamentos del 

Gobierno de Navarra. 

De su examen pueden extraerse, a juicio de quienes suscriben, las siguientes 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera. Objeto de la norma. 

El objeto del proyecto analizado es, atendiendo a su denominación y contenido, el de modificar 

la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 

Segunda. Competencias en cuyo ejercicio se pretende dictar la Ley Foral y rango 

normativo. 

La competencia para la regulación de esta Ley Foral es coincidente con la ejercida en la 

aprobación de la ley foral cuya modificación se anteproyecta, sustentándose sobre la competencia exclusiva 

foral sobre la regulación de las Instituciones Forales, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 49.1.a) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto (LORAFNA), sobre las normas de 

procedimiento administrativo que se deriven de las especialidades del Derecho sustantivo o de la 
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organización propias de Navarra, sobre el régimen jurídico de la Diputación Foral, de su 

Administración y de los entes públicos dependientes de la misma, garantizando el tratamiento igual 

de los administrados ante las Administraciones Públicas, conforme disponen las letras c) y e) del 

artículo 49.1, así como en las competencias que el artículo 46 de la misma LORAFNA confiere a 

Navarra en materia de Administración Local. 

Por su parte, la titularidad de la potestad legislativa está atribuida al Gobierno de Navarra en el artículo 

19.1 a) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del 

Régimen Foral de Navarra, según el cual la iniciativa legislativa corresponde, a la Diputación Foral 

mediante la presentación de proyectos de ley al Parlamento. 

Del mismo modo, el artículo 51 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra 

y de su Presidenta o Presidente, reitera que el Gobierno de Navarra ejerce la iniciativa legislativa 

prevista en el artículo 19 de la Ley Orgánica 13/1982, mediante la elaboración, aprobación y 

remisión posterior de los proyectos de Ley Foral al Parlamento de Navarra. 

Así, la forma que presenta el anteproyecto -Ley Foral- es la correcta de conformidad con el 

ordenamiento jurídico. 

Tercera. Adecuación al procedimiento de elaboración de disposiciones de 

carácter general. 

El procedimiento para la elaboración de anteproyectos de ley foral y proyectos de decretos 

forales cuya aprobación compete al Gobierno de Navarra se encuentra regulado en la Ley Foral 

11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector 

Público Institucional Foral. 

Asimismo, el Gobierno de Navarra aprobó, por Acuerdo adoptado en sesión celebrada el 27 de 

noviembre de 2006, unas Instrucciones para la elaboración y tramitación de anteproyectos de 

leyes forales, proyectos de decretos forales legislativos y proyectos de disposiciones 

reglamentarias cuya aprobación sea competencia del Gobierno de Navarra, que hay que 

considerar vigentes en la medida que no se oponen a lo regulado. 

Con arreglo a todo ello, y según la documentación remitida a este Servicio, el procedimiento 

se está tramitando de forma correcta hasta el momento. No obstante, entre la documentación 

remitida se observa: 

- que, siendo la Ley Foral 6/1990 una Ley Foral de mayoría absoluta (arts. 20.2 y 46.2 

LORAFNA y 151 del Reglamento del Parlamento de Navarra), no es correcto llevar juntas 

disposiciones modificativas correspondientes a leyes forales de mayoría absoluta junto 

con otras reguladoras de otras materias. 
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- que no se aporta acreditación del trámite de consulta a los Departamentos del Gobierno 

de Navarra, si bien consta la valoración de sus resultados. 

- que no se ha recepcionado el informe jurídico de la Secretaría General Técnica del 

Departamento de Presidencia e Igualdad. 

Cuarta. Sobre la forma y estructura de la norma. 

Por su parte, la forma y estructura que han de presentar los proyectos de leyes forales y los 

proyectos de disposiciones reglamentarias cuya aprobación compete al Gobierno de Navarra se 

encuentran recogidas en unas reglas que elaboró la Dirección General de Presidencia y que, una vez 

sometidas a la consideración de todos los Departamentos a través de sus respectivas Secretarías 

Técnicas, y con el visto bueno de todas ellas, se formalizaron como tales en el mes de enero de 

2004 para lograr su efectiva aplicación por todas las unidades de la Administración de la 

Comunidad Foral de Navarra. Estas instrucciones persiguen la calidad técnica de las 

disposiciones generales y la unificación de los criterios atinentes a la forma y estructura de las 

mismas. 

Con esta premisa, a continuación, se ponen de manifiesto dos consideraciones a este respecto, 

con la finalidad de coadyuvar a la total adecuación del proyecto a las citadas Instrucciones: 

A. De Redacción y Sistemática 

-. Exposición de Motivos. La parte expositiva del anteproyecto se denominará "Exposición de 

Motivos”, no “Preámbulo”. Por otra parte, los apartados de la Exposición de Motivos deben 

expresarse en cardinales arábigos, no en romanos. Además, los párrafos 3º y 4º del apartado III 

no hacen referencia a la modificación del Título sino al contenido general del Título de la norma 

modificada. Respecto al 9º párrafo del apartado III, donde se dice que la Oficina queda asignada 

para crear el registro, es cuestión de fondo a la que se aludirá más adelante en este informe. 

- Estructura y aspectos formales de las divisiones. Los artículos de una norma modificativa se 

resaltan en cursiva, no en negrita. Además, el artículo único no es “Único” porque se modifican 

3 normas; le corresponde ser “Segundo”, por su orden, puesto que las Disposiciones 

consideradas como Finales primera y segunda deben recogerse como artículos “Primero” y 

“Tercero”, respectivamente. Asimismo, como los Artículos Único, treinta y dos, treinta y tres y 

treinta y cuatro (art. 65.1, 2 y 4) son, en conjunto, modificaciones no menores de un artículo, lo 

adecuado es reproducirlos íntegramente con su nueva redacción en un solo apartado del artículo. 

En lo que se refiere al Artículo Único, Veintitrés, es técnicamente correcto añadir apartados, pero 

no tanto hacerlo con simples párrafos; lo apropiado es reproducir íntegramente la nueva 

redacción de todo el apartado, incorporándole los nuevos párrafos. Por último, se advierte que 

el Artículo Único, Cuarenta (D.A. 7ª.3) añade una nueva función del Consejo cuya ubicación 
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sistemática es más propia del art. 64 donde, por igual razonamiento, podría situarse también el 

actual apartado 2 de la D.A. 7ª. 

- Artículo Único, Treinta y dos. Tratándose de personas, el término correcto es “vocales”, no 

“vocalías”, que hace referencia a su condición. 

- Artículo Único, Cuarenta y dos. Las habilitaciones para desarrollar parte de una norma no deben 

considerarse Disposición Adicional (11ª) sino Disposición Final. 

- Erratas y referencias. En Artículo Único, Dieciocho, parece que falta una coma después de la 

primera aparición del término “datos”. En la Disposición Transitoria Única debe indicarse a qué 

norma corresponde el art. 65 (en este caso, a la Ley Foral 5/2018), porque se trata de la norma 

modificada, no de la modificante. 

-. Disposiciones de la parte final. Se dispondrán de tal forma que no se confundan con las de la 

norma modificada, situándolas antes del texto articulado, no después. 

- Disposición Transitoria Única. No tiene contenido transitorio; propiamente, se trata de una 

disposición adicional. No debe conferirse carácter transitorio a aquello que deja de tener efecto 

cuando se aplica una sola vez, por encerrar mandatos o previsiones que agoten su eficacia en 

un único cumplimiento. 

B. De Valoración Técnica. 

-. Artículo Único, Ocho (art. 19.2 h): protección de datos. Bajo el prisma de la normativa en 

materia de protección de datos, estos informantes albergan serias dudas de conformidad a 

Derecho en la publicación de los datos identificativos de los afectados por las resoluciones de 

(in)compatibilidad, entendiendo que la divulgación de las identidades de personas que se limitan 

a solicitar autorizaciones para el ejercicio de sus derechos no parece obedecer a la protección 

de ningún interés público y sin que, salvo error por nuestra parte, se haya mostrado en la 

documentación justificativa del expediente el motivo de este precepto. 

-. Artículo Único, Dieciséis (art. 29 bis): denuncias. Se introduce un nuevo mecanismo de 

denuncia que no está suficientemente articulado con el previamente ya existente, esto es, el 

establecido por el art. 60.3, cuyo ámbito comparte en lo que respecta a los incumplimientos de 

publicidad activa (arts. 18 a 29). A nuestro entender, si no se contemplan las dos vías como 

alternativas sucesivas o excluyentes, sino que pueden concurrir, en el supuesto de que ambas 

estén en curso simultáneamente pueden producir a su final sorprendentes redundancias 

(comunican lo mismo dos veces al denunciante), desajustes (se incoa procedimiento 

sancionador mientras el Consejo emite respuesta negativa) y contradicciones (no se incoa 

cuando el parecer del Consejo se muestra favorable a ello). 
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-. Artículo Único, Dieciséis (art. 29 bis): confidencialidad. En el apdo. 2 del nuevo art. 29 bis se 

dice que la disociación procede sólo a instancia de parte, pero debería ser de oficio (como así 

acertadamente se contempla en el 60.2) y en todos los casos. Serían los órganos decisores y/o 

instructores del procedimiento sancionador concreto los que, en su caso, debieran motivar 

expresamente la relevancia de excepcionar el régimen de confidencialidad que opera por 

defecto. 

-. Artículo Único, Diecisiete (art. 31.1 b): procesos de toma de decisión. Con el nuevo inciso se 

eleva dos niveles la regulación actual, puesto que el secreto del proceso de decisión sólo causa 

ahora la denegación de acceso a la información pública si: 

a) está en norma expresa y, además,  

b) si esa norma es de rango legal (como, por ej. en el art. 9 de la Ley Foral 14/2004).  

No se advierte la presencia de justificación en la documentación del expediente sobre la 

incorporación de estos dos nuevos requerimientos que, ni figuran en el art. 14.1 k) de la Ley 

19/2013 ni, en nuestra opinión, encuentran lógica jurídica en la sospecha de que las normas 

inferiores favorecen prácticas contrarias al acceso a la información pública, en cuyo caso 

debieran promoverse los mecanismos derogatorios o impugnatorios que procedan. Valórese, 

además, la notable inseguridad jurídica que esta regulación genera sobre todas las normas de 

menor rango que quedarían sobrevenidamente derogadas de forma implícita e inmediata. 

-. Artículo Único, Veintitrés (art.45.4): trámite de audiencia. Se dispone carácter suspensivo a la 

apertura del trámite, cuando no tiene la consideración de actuación complementaria ni es un 

supuesto de los tasados de suspensión en la legislación general, ni siquiera el contemplado en 

el art. 22.1 a) de la Ley 39/2015, puesto que el art. 45.4 sigue diciendo que se aplican las reglas 

especiales de los recursos y, según ellas, no se contempla la suspensión en los casos de puesta 

de manifiesto a interesados porque hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos 

no recogidos en el expediente originario (art. 118.1) o en los casos de simple traslado para 

alegaciones (art. 118.2). 

-. Artículo Único, Treinta y dos (art. 65.1): personal técnico. La precisión “personal técnico” ni 

se define en qué consiste ni se sostiene al describir los miembros, para los que únicamente se 

describe la pertenencia a una entidad/institución o, en su caso, el acto por el que es propuesto, 

pero sin exigirse ningún requisito concreto mínimo de experiencia o formación de carácter 

técnico. 

-. Artículo Único, Treinta y dos (art. 65.1): representatividad. Se suprime la representatividad, 

sin que ahora sea posible determinar si la expresión “ser de” significa “ser miembro de” o sólo 

“ser propuesto por”. Además, en el caso del Defensor del Pueblo que, por definición, es alto 

comisionado unipersonal, ninguna de las dos acepciones tiene verdadero sentido. 
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Quinta. Aspectos de fondo. 

En relación con la regulación sustantiva contenida en el anteproyecto examinado, y con la 

finalidad de coadyuvar a la mejora de su calidad, cabe realizar las siguientes observaciones: 

-. Primera: consentimiento; artículo Único, Veintiuno (art. 39). El consentimiento, si se toma como 

la base que fundamenta el acceso a la información pública, no se presume: debe ser específico, 

inequívoco, libre e informado, conforme a los arts. 6 de la Ley Orgánica 3/2018 y art. 4 del 

Reglamento (UE) 2016/679. Si se fundamenta en obligación legal, entonces no se precisa pedir 

consentimiento (arts. 8 LO 3/2018 y 6 RGPD), pero en este caso huelga presumirlo en tanto que 

no ha de solicitarse y, en cualquier caso, el consentimiento tácito está excluido en la vigente 

legislación de protección de datos. Cuestión distinta es que, en ausencia de alegación en contra 

de tercero interesado, se prosiga el procedimiento y se resuelva según proceda, pero la 

motivación de la resolución expresará, entre otros, el resultado del trámite, que consistirá en la 

ausencia de manifestación, sin que en absoluto pueda afirmar que consta consentimiento 

obtenido por vía tácita. 

-. Segunda: competencia incoatoria; artículo Único, Veintinueve (art. 60.4.). Como el Consejo no 

es órgano superior jerárquico (art. 60 de la Ley 39/2015), estamos ante un inicio de procedimiento 

sancionador de oficio por petición razonada, y entonces el órgano competente no está obligado 

por la petición y su única obligación es comunicar las razones de no iniciar (art. 61), siendo así 

que, por lo expuesto, no le es posible al Consejo obligar a resolver la incoación. 

-. Tercera: potestades; artículo Único, Cuarenta y dos (nueva D.A. 11ª). La competencia para la 

aprobación de decretos forales corresponde en exclusiva al Gobierno de Navarra. No está 

prevista esa “conjunción” en el ordenamiento, y mucho menos si lo es con un órgano que carece 

de potestades normativas. En efecto, el desarrollo reglamentario de la ley Foral 5/2018 

corresponde por entero, según su Disposición Final 2ª, al Gobierno de Navarra, el cual no está 

de ninguna manera vinculado al texto que se le proponga para aprobación. La práctica habitual 

consiste en que el órgano responsable del procedimiento de elaboración sea designado en cada 

proyecto normativo por el Consejero competente por materia de entre sus unidades 

jerárquicamente dependientes o vinculadas, pero no que se le atribuya esta facultad a un órgano 

independiente como la Oficina a la que, durante el proceso, es probable que sea preciso 

conceder audiencia específica. 

-. Cuarta: regulación de lobbies y lobistas; Disposición Final Segunda., ni se invoca ni se ostenta 

competencia para modificar la Ley Foral 7/2018 (Creación de la Oficina de Buenas Prácticas), 

no sólo por ser unidad independiente orgánica y funcionalmente, sino porque no se aprecia 
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relación entre lo que se suprime (regulación de lobbies) y la competencia en materia de 

transparencia que se está ejerciendo. En este sentido, no se ha hecho constar en el expediente 

justificación de la supresión, y el hecho de que la regulación deba o no inspirarse en la de los 

grupos de interés carece de relevancia. 

En vista de todo lo expuesto anteriormente pueden extraerse, a juicio de quienes suscriben, las 

siguientes 

III. CONCLUSIONES

1ª.- El proyecto analizado se está tramitando adecuadamente, pero debe tenerse en 

cuenta lo recogido en este informe de cara a la completitud del expediente. 

2ª.- Se recomienda, considerar las modificaciones propuestas al texto referentes a la 

forma y estructura del mismo, con el fin de lograr una mejor redacción o calidad técnica. 

3ª.- Se recomienda, asimismo, analizar las observaciones expuestas en este informe en 

relación con el fondo de la regulación que presenta el proyecto analizado. 

Es cuanto informa este Servicio de Secretariado del Gobierno, Relaciones Institucionales 

y Acción Normativa. 

Pamplona, a 24 de octubre de 2025 

El Jefe de la Sección de Coordinación y 

Acción Normativa  

La Directora del Servicio de Secretariado 

del Gobierno, Relaciones Institucionales 

y Acción Normativa 

Roberto García Larrea María Belén López Carballo 

P.A. Roberto García Larrea (Orden Foral 

14/2025, de 6 de marzo) 
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